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AUDIENCIA CONSTITUCIONAL 

En Naucalpan de Juárez, Estado de México, a las diez horas con 
treinta minutos del veintitrés de julio de dos mil veintiséis, hora y día 

señalados en autos para la celebración de la audiencia constitucional del 

juicio de amparo  ************, estando en audiencia pública Alejandra 
Sapien Cottrill, jueza Decimotercero de Distrito en el Estado de México, 

quien actúa con la secretaria Alejandra Nieto García, quien da fe, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 123 y 124 de la Ley de Amparo, 

la declaró abierta sin la asistencia de las partes.

Abierta la audiencia de ley, la secretaria hace relación de las 

constancias que obran en autos y certifica que no quedan promociones 

pendientes de acordar.

La jueza acuerda: téngase por hecha la relación que antecede.

Abierto el periodo de pruebas, la secretaria da cuenta con la 

documental exhibida por la autoridad responsable consistente en copia 

certificada del acuerdo emitido el veintiocho de agosto de dos mil veinticinco, 

dentro del expediente *** ********* de su índice. 

La jueza acuerda: con fundamento en el artículo 119 y 124 de la Ley 

de Amparo, ténganse por admitida la documental de cuenta, misma que se 

desahoga dada su propia y especial naturaleza. 

Cerrado el periodo de pruebas y abierto el de alegatos, la 

secretaria hace constar que las partes no los formularon. 

La jueza acuerda: se declara precluido el derecho de las partes para 

formular alegatos y se cierra esta etapa. 

Al no haber pruebas pendientes de desahogar, ni alegatos que 

reproducir, se da por terminada la audiencia constitucional y se dicta la 

sentencia correspondiente.

VISTOS, los autos, para resolver el juicio de amparo 896/2026-V-A, 

promovido por **** ***** ***** *****, por propio derecho; y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Presentación de la demanda. Mediante escrito 

depositado el tres de junio de dos mil veintiséis, en el Buzón Judicial de la 

Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el Estado 
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de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, turnado el cuatro del día 

siguiente a éste órgano jurisdiccional, **** ***** ***** *****, por propio 

derecho; demandó el amparo y protección de la Justicia Federal, en contra 

de las autoridades y por los actos que enseguida se transcriben:

“III. AUTORIDAD RESPONSABLE.

ORDENADORA Y EJECUTORA: LO ES LA 
PRESIDENTA DE LA H. SALA AUXILIAR DEL TRIBUNAL 
ESTATAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE CON 
RESIDENCIA EN TLALNEPANTLA, ESTADO DE MÉXICO. 

(…)

ACTO RECLAMADO: LO CONSTITUYE EL ACTO 
CONSISTENTE EN OMITIR DICTAR EL LAUDO EN EL 
EXPEDIENTE NÚMERO **** *********, OMISIÓN EMITIDA 
POR LA SALA AUXILIAR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE 
CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE.”

SEGUNDO. Trámite de la demanda. Por auto de cuatro de junio de 
dos mil veintiséis, se admitió a trámite la demanda de amparo con el 

número de juicio de amparo indirecto  ******** ***, se requirió informe 

justificado a la autoridad señalada como responsable; se dio la intervención 

legal que corresponde al agente del Ministerio Público de la Federación 

adscrito, y se señaló hora y día para la celebración de la audiencia 

constitucional, la cual se celebró en los términos del acta que antecede; y,

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Este juzgado Decimotercero de Distrito en 

el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, es 

constitucional y legalmente competente por razón de materia, grado y 

territorio, para conocer y fallar este juicio de amparo, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 94, 103 y 107 de la Constitución Federal; 33, 

fracción IV, 35, párrafo primero, 37, párrafo primero, 107 de la Ley de 

Amparo; y 46 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; en 

relación con el Acuerdo General 3/2013, del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, relativo a la determinación del número y límites 

territoriales de los circuitos en que se divide la República Mexicana; y al 

número, a la jurisdicción territorial y especialización por materia de los 

Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito, 

pues se promueve contra la omisión de una autoridad que radica dentro de la 

jurisdicción territorial de este órgano de control constitucional. 
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SEGUNDO. Precisión del acto reclamado. De conformidad con el 

artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo, debe precisarse que el acto 

reclamado en esta vía consiste en la omisión de emitir laudo en el juicio 

laboral **** *********, del índice de la Sala Auxiliar de Tlalnepantla del 
Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, con residencia en 
Tlalnepantla de Baz, Estado de México.

TERCERO. Existencia del acto reclamado. Es cierto el acto que se 

reclama a la Sala Auxiliar de Tlalnepantla del Tribunal Estatal de 
Conciliación y Arbitraje, con residencia en Tlalnepantla de Baz, Estado 
de México, ya que así lo manifestó al rendir el informe justificado. 

Al caso se invoca, la jurisprudencia número 278 del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la página 231, del 

Tomo VI, Materia Común del Apéndice al Semanario Judicial de la 

Federación 1917-2000, que establece:

"INFORME JUSTIFICADO AFIRMATIVO. Si en él 
confiesa la autoridad responsable que es cierto el acto que se 
reclama, debe tenerse éste como plenamente probado y entrarse 
a examinar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de ese 
acto."

Certeza que se encuentra corroborada con la documental exhibida por 

la autoridad responsable consistente en copia certificada del acuerdo 

dictado el veintiocho de agosto de dos mil veinticinco dentro del expediente 

*** *********, de su índice.

La cual cuenta con valor probatorio pleno, en términos de lo dispuesto 

por los artículos 1291, 1972 y 2023 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, en términos del artículo 

2 del último ordenamiento citado.

Resulta aplicable al caso, la tesis de jurisprudencia número 226, 

sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 

dice1:

“DOCUMENTOS PÚBLICOS, CONCEPTO DE, Y 
VALOR PROBATORIO. Tienen ese carácter los testimonios y 
certificaciones expedidos por funcionarios públicos, en el 
ejercicio de sus funciones, y, por consiguiente, hacen prueba 
plena.”

1 Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 1995, Tomo VI, Parte SCJN, página 153, registro 

IUS 394182.
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En términos del artículo 62 de la Ley de Amparo, no se advierte 

actualización de causa de improcedencia alguna, ni las partes las hicieron 

valer. 

CUARTO. Estudio de fondo. Es innecesario transcribir los 

argumentos de inconformidad formulados por la quejosa, pues no existe 

disposición que obligue a ello, ya que lo importante es que no se dejen de 

analizar en su integridad.

Sobre el particular se invoca la jurisprudencia 2a./J. 58/2010, de la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, registro 

electrónico 164618, correspondiente a la Novena Época, de título, subtitulo y 

texto siguiente: "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA 
CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD 
EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN."

Ahora, la parte quejosa señala que la autoridad responsable viola en 

su perjuicio lo establecido en el artículo 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, ante la omisión de emitir el laudo 

correspondiente.

En el caso, se trata de una conducta omisiva, que se traduce en dejar 

de emitir el laudo respectivo en el juicio laboral; en tal virtud, la omisión de 

que se duele la parte quejosa atenta contra la pronta y expedita impartición 

de Justicia, contemplada por el artículo 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.

Por tal motivo, el examen del único concepto de violación se efectuará 

sólo a la luz de lo que dispone el citado numeral 17 de la Carta Magna, no 

obstante que también se aduce violación al principio de seguridad jurídica.

Por ello, resulta fundado el concepto de violación invocado y suficiente 

para conceder el amparo y protección de la Justicia Federal, pues al omitir el 

dictado del laudo en el juicio de origen, la autoridad responsable transgrede 

en perjuicio de la parte quejosa, el derecho de justicia pronta y expedita 

prevista en el artículo 17 Constitucional. En principio, conviene puntualizar 

que el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución General de la 

República establece: ". Toda persona tiene derecho a que se le administre 

justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 

términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, 
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completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, 

prohibidas las costas judiciales. (.)"

El precepto constitucional en cita dispone el derecho fundamental de 

acceso efectivo a la jurisdicción, que en su acepción más amplia implica la 

prerrogativa de los particulares a una administración de justicia con la 

característica de prontitud a favor de los gobernados, a través de los 

siguientes principios:

1. De justicia pronta: Que se traduce en la obligación de las 

autoridades encargadas de su impartición de resolver las controversias ante 

ellas planteadas, dentro de los términos y plazos que para tal efecto 

establezcan las leyes;

2. De justicia completa: Que consiste en que la autoridad que 

conoce del asunto emita pronunciamiento respecto de todos y cada uno de 

los aspectos debatidos cuyo estudio sea necesario, y garantice al gobernado 

la obtención de una resolución en la que, mediante la aplicación de la ley al 

caso concreto, se resuelva si le asiste o no la razón sobre los derechos que 

le aseguren la tutela jurisdiccional que ha solicitado;

3. De justicia imparcial: Que significa que el juzgador emita una 

resolución apegada a derecho, y sin favoritismo respecto de alguna de las 

partes o arbitrariedad en su sentido; y,

4. De justicia gratuita: Que estriba en que los órganos del Estado 

encargados de su impartición, así como los servidores públicos a quienes se 

les encomienda dicha función, no cobrarán a las partes en conflicto 

emolumento alguno por la prestación de ese servicio público.

Ahora, si el citado derecho fundamental está encaminado a asegurar 

que las autoridades encargadas de aplicarla lo hagan de manera pronta, 

completa, gratuita e imparcial, es claro que las autoridades que se 

encuentran obligadas a la observancia de la totalidad de los derechos que la 

integran son todas aquellas que realizan actos materialmente 

jurisdiccionales, es decir, las que en su ámbito de competencia tienen la 

atribución necesaria para dirimir un conflicto suscitado entre diversos sujetos 

de derecho, independientemente de que se trate de órganos judiciales, o 

bien, sólo materialmente jurisdiccionales.

Lo cual implica que las autoridades judiciales, administrativas o del 

trabajo no deben retardar o entorpecer indefinidamente la función de 

administrar justicia, ya que su obligación de sustanciar y resolver los juicios 
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ante ellas ventilados dentro de los términos consignados por las leyes 

procesales respectivas, deriva del hecho de que están constreñidas a 

despachar los negocios en que intervengan, en forma expedita, de 

conformidad con los plazos procesales y, tomar las medidas necesarias para 

vigilar el cumplimiento de sus determinaciones, incluso a través del uso de 

mecanismos legalmente aplicables, de no hacerlo, se viola dicho derecho 

humano.

Resulta aplicable la jurisprudencia 2a./J.192/2007, emitida por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en 

la página 209, tomo XXVI, octubre de 2007, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, que establece:

"ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. EL 
ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE DIVERSOS 
PRINCIPIOS QUE INTEGRAN LA GARANTÍA INDIVIDUAL 
RELATIVA, A CUYA OBSERVANCIA ESTÁN OBLIGADAS 
LAS AUTORIDADES QUE REALIZAN ACTOS 
MATERIALMENTE JURISDICCIONALES. La garantía 
individual de acceso a la impartición de justicia consagra a 
favor de los gobernados los siguientes principios: 1. De justicia 
pronta, que se traduce en la obligación de las autoridades 
encargadas de su impartición de resolver las controversias ante 
ellas planteadas, dentro de los términos y plazos que para tal 
efecto establezcan las leyes; 2. De justicia completa, 
consistente en que la autoridad que conoce del asunto emita 
pronunciamiento respecto de todos y cada uno de los aspectos 
debatidos cuyo estudio sea necesario, y garantice al gobernado 
la obtención de una resolución en la que, mediante la 
aplicación de la ley al caso concreto, se resuelva si le asiste o 
no la razón sobre los derechos que le garanticen la tutela 
jurisdiccional que ha solicitado; 3. De justicia imparcial, que 
significa que el juzgador emita una resolución apegada a 
derecho, y sin favoritismo respecto de alguna de las partes o 
arbitrariedad en su sentido; y, 4. De justicia gratuita, que estriba 
en que los órganos del Estado encargados de su impartición, 
así como los servidores públicos a quienes se les encomienda 
dicha función, no cobrarán a las partes en conflicto 
emolumento alguno por la prestación de ese servicio público. 
Ahora bien, si la citada garantía constitucional está encaminada 
a asegurar que las autoridades encargadas de aplicarla lo 
hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, es 
claro que las autoridades que se encuentran obligadas a la 
observancia de la totalidad de los derechos que la integran son 
todas aquellas que realizan actos materialmente 
jurisdiccionales, es decir, las que en su ámbito de competencia 
tienen la atribución necesaria para dirimir un conflicto suscitado 
entre diversos sujetos de derecho, Independientemente de que 
se trate de órganos judiciales, o bien, sólo materialmente 
jurisdiccionales."

Ahora, los artículos 242 y 242 Bis de la Ley del Trabajo de los 

Servidores Públicos del Estado y Municipios señalan:
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"Artículo 242. Una vez formulados los alegatos se 
declarará cerrada la instrucción y se turnarán los autos al C. 
Auxiliar Dictaminador, para que emita el proyecto de laudo 
correspondiente, observando el principio de celeridad 
procesal."

"Artículo 242 BIS. Una vez elaborado el proyecto de 
laudo, se procederá a su discusión y aprobación en una sesión 
de pleno que se verificará en un término no mayor de 15 días."

De dichas disposiciones se desprende que una vez formulados los 

alegatos se declarará cerrada la instrucción y se turnarán los autos al Auxiliar 

Dictaminador, para que emita el proyecto de laudo correspondiente; y, 

elaborado éste se procederá a su discusión y aprobación en una sesión de 

pleno que se verificará en un término no mayor de quince días.

Luego, es evidente que el legislador estableció como obligación a 

cargo de las autoridades del trabajo la de impartir justicia de manera pronta, 

es decir, dentro de los términos, plazos y formas que fijen las leyes, principio 

que rige su actividad.

Por tanto, es dable establecer que transcurrió en exceso el término 

previsto por la ley que rige el acto, para el pronunciamiento de tal resolución, 

pues desde el veintiocho de agosto de dos mil veinticinco ordenó turnar 

los autos para la elaboración del proyecto, sin que hasta la fecha en que se 

actúa esta acreditara haber emitido la sentencia respectiva; por tanto, 

atendiendo al procedimiento que para su dictado establecen los artículo 242 

y 242 bis de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y 

Municipios, se puede advertir dicha dilación. 

Sustenta el razonamiento expuesto, la jurisprudencia 8/2004, emitida 

por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

consultable en la página 226, tomo XIX, febrero de 2004, del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, cuyo tenor es:

"LAUDO. LA OMISIÓN DE SU DICTADO, A PESAR DE 
HABER TRANSCURRIDO EL PLAZO LEGAL PARA ELLO, 
ES UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN IMPUGNABLE 
EN AMPARO INDIRECTO. El Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación estableció en la tesis de jurisprudencia 
P./J. 24/92, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Octava Época, Número 56, agosto de 1992, 
página 11, que los actos en el juicio que tengan sobre las 
personas o las cosas una ejecución de imposible reparación, 
son impugnables ante el Juez de Distrito en términos de lo 
dispuesto por el artículo 114, fracción IV, de la Ley de Amparo, 
debiéndose entender que producen "ejecución irreparable" los 
actos dentro del juicio, sólo cuando afectan de modo directo e 
inmediato derechos sustantivos consagrados en la Constitución 
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Política de los Estados Unidos Mexicanos, y nunca en los 
casos en que sólo afectan derechos adjetivos o procesales. Por 
otra parte, el propio Tribunal Pleno precisó en la jurisprudencia 
P./J. 113/2001 publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, septiembre 
de 2001, página 5, que el artículo 17 constitucional garantiza a 
favor de los gobernados el disfrute de diversos derechos, entre 
los que se encuentra el acceso efectivo a la administración de 
justicia, la cual debe impartirse de manera pronta y expedita 
mediante el cumplimiento por parte de la autoridad 
jurisdiccional de los plazos y términos dispuestos por la ley. En 
ese orden, la omisión de pronunciar el laudo, a pesar de haber 
transcurrido el plazo previsto en los artículos 885 a 887 y 889 
de la Ley Federal del Trabajo, constituye una paralización del 
procedimiento laboral, que evidencia la existencia de una 
violación que incide en la esfera jurídica del particular de 
manera irreparable, pues con ello se difiere la resolución del 
juicio, aun cuando el laudo que en el fondo del asunto llegare a 
emitirse resultara favorable a sus intereses, ya que la violación 
a la garantía individual no podría ser remediada ante la 
imposibilidad material de retrotraer el tiempo y, por ende, la vía 
para la impugnación de aquella omisión es el amparo indirecto, 
en términos de lo dispuesto por el artículo 114, fracción IV, de 
la Ley de Amparo, pues el efecto vinculatorio de la sentencia 
concesoria será obligar a la Junta a obrar en el sentido de 
respetar la garantía violada emitiendo el laudo relativo."

En las relatadas circunstancias, como la omisión reclamada vulnera el 

derecho fundamental de acceso a la justicia consagrado en el artículo 17 

constitucional, en perjuicio de **** ***** ***** *****, procede conceder 
el amparo y protección de la Justicia Federal solicitada, para efecto de 

que la Sala Auxiliar de Tlalnepantla del Tribunal Estatal de Conciliación 
y Arbitraje, con residencia en Tlalnepantla de Baz, Estado de México, 

realice lo siguiente:

• Una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, dicte el 
laudo correspondiente en el expediente laboral *************, de su índice;

• Notifique personalmente el laudo emitido a las partes en el 
domicilio señalado para tal efecto, debiendo remitir copia certificada de las 
constancias de las actuaciones citadas con antelación a este Juzgado.

Por lo expuesto y fundado, con apoyo además en los artículos 103 y 

107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 74, fracción 

V, 77, fracción II y 107 de la Ley de Amparo; se,

R E S U E L V E:

ÚNICO. La Justicia Federal ampara y protege a **** ***** ***** 

*****, respecto del acto reclamado precisado en el considerado segundo de 

esta sentencia y para los efectos indicados en el último considerando.
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Notifíquese.

Así lo resolvió y firma Alejandra Sapien Cottrill, jueza Decimotercero 

de Distrito en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, 

asistida de Alejandra Nieto García, secretaria que autoriza, firma y da fe. Doy 

fe.

ldm
19216
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EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA - TRANSACCIÓN

Archivo Firmado:

161596457_1269000041889109003.p7m

Autoridad Certificadora:

Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Firmante(s): 2

FIRMANTE
Nombre: ALEJANDRA NIETO GARCIA Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.73.c1 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

23/07/26 22:57:14 - 23/07/26 16:57:14 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

8e e4 70 96 f7 2f 24 f4 33 9b 6b 1f af 04 2b 5e
f8 27 bb 7b 43 ba 97 7e cf 27 79 87 a5 72 63 b8
f8 ad 2d ab 9e 5a 4c c7 d9 35 f4 8e 5c 9f 26 58
2f ec b1 d9 34 d0 f6 6a 7e 35 21 c0 49 5f e7 80
f2 2a 6b a0 6a d6 b0 a2 57 a1 94 d7 3c 49 6a 2b
41 0a 13 5a d2 6b f4 b8 2a ed 89 47 44 43 25 42
17 23 f6 4b 2d 95 cc 73 1a b0 26 5a 1d d6 c0 01
78 dd fc 8e 7c e6 e8 37 0f 37 d8 f0 44 8b 3b 0b
89 e3 82 c5 91 bf f7 54 d0 b2 11 17 63 3f fa 92
eb ff 5f d4 63 e2 93 fc fa d5 44 15 09 c0 f4 bf
3a e2 49 2d 21 43 21 41 43 3d c9 f9 58 34 25 cb
04 b8 bf b5 09 58 3f 39 8f 11 96 25 75 7f e5 f3
02 e6 5d 8f 56 17 75 a3 f6 14 fa b9 c2 a0 f1 7a
ca bf 72 25 36 9d 9a c5 67 75 cb 5f 20 70 f2 5d
dc 9f 32 41 78 fd 37 14 42 d9 d7 8a f9 84 22 29
81 dc 53 ea cb d4 0d 88 d6 0f 32 d3 52 7b 68 15
3c 2e a1 e9 a7 95 f4 6a a5 81 7d 03 f9 91 da 0f
3b 0c 92 43 d8 f4 0f 08 3a 56 06 fd 66 6b 32 ac
3b 3f 69 b2 c7 19 42 4a d5 25 f3 ae 57 94 2b a3
45 07 ff f0 2b a2 f1 6c 5c 06 87 b2 3c 14 95 22
1e 09 79 07 f6 79 0d 51 c7 58 b1 85 3f c8 70 93
10 e8 84 21 f0 d8 53 e2 e0 69 62 d0 63 99 ab 54
5b 76 64 8a 45 34 d3 cd c9 91 59 42 70 69 8c 88
39 03 f9 fa 3b e4 ba db c7 2f 9c 5b bf a5 d0 05

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 23/07/26 22:57:14 - 23/07/26 16:57:14

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.73.c1

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 23/07/26 22:57:14 - 23/07/26 16:57:14

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 184775921

Datos estampillados: uzo8HrtmSXhZ2MskU+ZIo8Io9WM=
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FIRMANTE
Nombre: ALEJANDRA SAPIEN COTTRILL Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.48.09 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

23/07/26 23:12:46 - 23/07/26 17:12:46 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

98 f2 cc 61 e8 3b bd bd 05 3d 28 cc 74 5b c6 2b
f8 f6 39 7a e3 69 f8 7f 87 45 5f 2e 5a ea aa 81
01 17 8b 8a 03 fc a1 8e 76 ec f7 c0 ba 38 a1 ac
92 f1 f0 f2 1e 5b 17 0b 08 4e 7b 3f ef 4f cc 63
25 07 d7 03 40 8e a0 a1 52 d7 61 45 64 b8 f2 e0
45 bd b4 16 a0 0b 14 19 75 04 b9 f5 89 43 7c b6
76 63 45 bd fd 4b a5 2a 85 a0 d4 78 0d 2d 74 50
24 29 af bc cc 6e 6d c3 5c 30 be 68 3e c4 f9 d6
9a 22 69 2a 2c 65 53 e2 01 bf d3 a6 93 50 cb 14
13 a6 11 3f 17 ed 21 5b 0b bc e5 48 33 bc ed 2c
cd d4 63 26 bd c6 e3 a6 3f 3b 8d 30 d6 3f c0 f8
e9 14 f2 a0 42 05 1b 9f 6a 0d 72 c1 de a7 65 05
9f 12 55 4b 9b 01 c4 19 02 b2 36 77 58 70 d1 67
33 e8 19 34 f9 4d 4d 7e e8 84 7f b8 63 4c e0 4e
fa 93 4b fe 2b 1b 32 39 a7 48 7c a8 df 98 2a 4c
c8 fd 05 19 e9 d9 61 3b a7 fe 4b 57 17 ff 32 f3
9c 82 65 12 3f fd e6 04 80 1b 8a b7 0e 7d 17 69
33 30 d2 46 c9 f2 19 40 47 fd 51 83 2b fd 6a 01
46 15 d2 55 15 ea 70 5a ba 74 bf 91 2e 5d d9 20
22 c5 18 34 29 8f 11 96 30 fd 2a 70 de 60 ea e2
2c bf 89 66 ec 4a 13 22 b2 0d bc b2 71 4b 9e e8
5c 06 ec bf 9a 10 9a 64 89 91 f7 26 a7 c7 77 fe
47 6e ba bc 12 05 35 8d 20 fa 9a 3f 43 b8 a2 1e
9b 32 ad f4 e3 77 9a 92 85 85 85 5c b0 eb 27 dd

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 23/07/26 23:12:46 - 23/07/26 17:12:46

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.48.09

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 23/07/26 23:12:47 - 23/07/26 17:12:47

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 184780895

Datos estampillados: hbHu/+u5+Hbctltpzi62dNir5hA=
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aEl veintitres de julio de dos mil veintiseis, la licenciada Alejandra Nieto García,

Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Decimotercero de Distrito en el
Estado de México, hago constar y certifico que en esta versión pública no
existe información clasificada como confidencial o reservada en términos de
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Conste.


